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Con proyecto de decreto que reforma los artículos 82, 90, 91 y 92 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, presentada por el Ejecutivo federal

<<Escudo Nacional.- Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Gobernación.

CC. secretarios de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Presente.

Anexa el presente envío a ustedes, por instrucciones del C. Presidente de la República y para los efectos constitucionales, iniciativa de decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito.

Reitero a ustedes en esta oportunidad las seguridades de mi consideración distinguida.

Sufragio Efectivo. No Reelección

México, D.F., a 13 de noviembre de 1987.

El Secretario, licenciado Manuel Bartlett Díaz.

Escudo Nacional. - Estados Unidos Mexicanos. - Poder Ejecutivo Federal.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados Presente.

El Ejecutivo Federal a mi cargo, en ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración del H. Congreso de la Unión, por el digno conducto de ustedes, la presente iniciativa de decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito.

Esta iniciativa propone, en primer lugar, precisar con claridad cual es la facultad que corresponde ejercer a la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros en los casos en que personas físicas o morales infrinjan el campo exclusivo que por ley corresponde a las sociedades nacionales de crédito.

Se deja en claro que dicha facultad es la que tradicionalmente ha ejercido ese órgano de inspección y vigilancia, misma que desde la abrogada Ley General de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares ha sido la de intervenir administrativamente los establecimientos, empresas o negociaciones de los infractores hasta que las operaciones ilegales queden liquidadas.

Teniendo en consideración el principio de nuestro derecho penal de que en razón de la gravedad de la conducta delictiva y del daño causado, sea la pena que se aplique al infractor, esta iniciativa propone, además, reformar los artículos 90 y 91 de la citada Ley Reglamentaria, a fin de que con mayor precisión se adecúen a dicho principio.

Se plantea, por tanto, establecer que cuando el monto del quebranto bancario sea hasta de quinientas veces el salario mínimo general diario urgente en el Distrito Federal, la pena será de tres meses de tres años de prisión y multa de treinta a trescientas veces el mencionado salario, y cuando el quebranto exceda del equivalente a dicho monto, se aplicará de dos a diez años de prisión y multa hasta por la cantidad equivalente a cinco mil veces de dicho salario.

Por congruencia se establecen dichas penas para los supuestos delictivos de daño, previsto por la fracción II del artículo 91 de la ley, quedando de esta manera reguladas con igual rango de punibilidad que las conductas ilícitas previstas en el artículo 90.

En cambio, se mantiene la misma sanción ahora existente para las conductas de mayor gravedad para el sistema, previstas por las fracciones I y III del artículo 91.

Esta iniciativa propone, finalmente, facultar a las sociedades nacionales de crédito a formular la petición que se requiere para proceder penalmente en el caso de la comisión de algunos de los delitos bancarios, que la citada ley establece.

Esta posibilidad se estima necesaria en ciertas figuras delictivas en las que el banco debe actuar con diligencia para que pueda procederse en contra del presunto infractor. Este es el caso del quebranto ocasionado por la falsificación, alteración o simulación de operaciones realizadas por servidores públicos bancarios o de los quebrantos originados por los particulares que, con el propósito de obtener un crédito, proporcionan al banco de datos falsos o avalúos fuera de la realidad.

El propósito perseguido con la medida que se propone consiste en dar mayor agilidad a las actuaciones tendientes a la persecución de los presuntos responsables de los delitos bancarios, permitiendo a las instituciones de crédito, sobre todo cuando operan en la provincia, que actúen con prontitud al poner los hechos en conocimiento del Ministerio Público Federal.

La facultad que se propone para los bancos, no excluye la que corresponde a las autoridades hacendarias, dado que se mantiene la posibilidad de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público formule dicha petición, escuchando la opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros.

De otra parte, esta facultad se conservará en exclusiva por dicha Secretaría en el caso de los demás delitos bancarios establecidos por la ley que nos ocupa.

Por las razones expuestas y con fundamento en la disposición constitucional antes mencionada, someto la siguiente

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DISPOSICIONES DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL SERVICIO PUBLICO DE BANCA Y CRÉDITO

Artículo único. Se reforman los artículos 82, segundo párrafo, 90 primer párrafo 91, primer párrafo y 92, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, y se adiciona un tercer párrafo al artículo 92 de la citada ley, para quedar como sigue:

"Artículo 82. ................................................................

Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros presuma que una persona física o moral está realizando habitualmente operaciones de banca y crédito sin tener el carácter de institución de crédito en los términos de esta Ley, o está infringiendo lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 350 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, podrá nombrar un inspector y los auxiliares necesarios que revisen la contabilidad y demás documentación de la negociación, empresa o establecimiento de la persona física o moral, a fin de verificar si efectivamente está realizando las operaciones mencionadas. En este caso, la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros intervendrá administrativamente la negociación, empresa o establecimiento de la persona física o moral de que se trate, hasta que las operaciones ilegales queden liquidadas.

.............................................................................."

"Artículo 90. Serán sancionadas con prisión de tres meses a tres años y multa de treinta a trescientas veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, en el momento de cometerse el delito, cuando el monto del quebranto no exceda del equivalente a quinientas veces el referido salario; cuando exceda dicho monto, serán sancionados con prisión de dos a diez años y multa hasta por la cantidad equivalente a cinco mil veces el salario mínimo señalado:

I a IV........................................................................"

"Artículo 91. Serán sancionados con prisión de dos a diez años y multa hasta por la cantidad equivalente a cinco mil veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, en el momento de cometerse el delito, en los casos de las fracciones I y III siguientes, y en le caso de la fracción II  serán sancionados con las penas que establece el artículo que antecede, los servidores públicos de las instituciones de crédito.

I a III......................................................................."

"Artículo 92. ................................................................

Tratándose de los delitos a que se refieren los artículos 90 y 91, fracción II, también se podrá proceder a petición de la sociedad nacional de crédito de que se trate.

Lo dispuesto en los artículos citados en el primer párrafo, no excluye la imposición de las sanciones que conforme a ésta u otras leyes fueren aplicables, por la comisión de otro u otros delitos."

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Respecto a las personas que se encuentren procesadas o sentenciadas al día en que entre en vigor el presente decreto, se estará a lo dispuesto en el artículo 56 del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal.

Ruego a ustedes, CC. secretarios se sirvan dar cuenta a la H. Cámara de la presente iniciativa para los efectos correspondientes.

Palacio Nacional, Distrito Federal, a 13 de noviembre de 1987.

Sufragio Efectivo. No Reelección

El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Miguel de la Madrid Hurtado.

Trámite: - Recibo, y túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.
